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1.­Introducción: España, país­riesgo. Impacto socio­económico. 
En los últimos veinte años, los extremos hidrológicos (inundaciones y sequías) han 
ocasionado 500 víctimas mortales y pérdidas económicas de 35.000 millones de € 
(valor actualizado a 2013) en España (EM­DAT, 2013; Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente, 2012; Consorcio de Compensación de Seguros e 
IGME, 2004). Son cifras que lo sitúan como un territorio europeo con elevada 
incidencia de los peligros naturales vinculados con la precipitación y con importantes 
efectos socio­económicos. España puede definirse como “país­riesgo” en el contexto 
europeo.   
Se ha asistido a dos procesos interesantes en relación con la localización y el aumento 
de los territorios de riesgo. Desde 1950, la pérdida de importancia socio­económica de 
la actividad agrícola, la más expuesta a los peligros de causa climática, ha desplazado el 
escenario de la vulnerabilidad y exposición ante los peligros naturales del campo a la 
ciudad y,  dentro de los espacios urbanos, el desarrollo de actividades relacionadas con 
el ocio y el turismo en áreas litorales  y los archipiélagos ha situado en estos territorios 
las áreas con nivel de vulnerabilidad y exposición. Se ha producido, por tanto, una 
litoralización del riesgo. Y a ello se ha unido desde 1995, el aumento de la superficie 
urbanizada, en relación con el importante aumento del parque de viviendas que se ha 
producido en algunas regiones españolas básicamente mediterráneas y en las islas de 
Tenerife y Gran Canaria de este archipiélago. El denominado “boom inmobiliario”, 
ocurrido en España entre 1995 y 2007, ha tenido en el litoral mediterráneo español su 
escenario principal de desarrollo. Pero el parque inmobiliario ha crecido también en 
territorios de interior peninsular y en áreas de montaña, especialmente en los Pirineos, 
en relación con la promoción del turismo de nieve.  
Se puede señalar que el riesgo ante los  peligros naturales –especialmente, 
inundaciones y sequías­ es mayor en 2013 de lo que era en 1990  y ello en relación con 
el aumento de la población y el parque de viviendas y su mayor  exposición a los 
eventos hidrológicos extremos. Con datos del Observatorio Español de la Sostenibilidad 
(2011), sólo en las áreas litorales españolas se han transformado 150.000 ha. en el período 
2000­2006. 
Figura.­Expansión residencial en España (2001­2012) y stock de viviendas generado 
(2011).  
Fuente: Ministerio de Fomento. Estadísticas de vivienda. Instituto de Práctica 
Empresarial. Pulsímetro Inmobiliario. Edición 2012. Elaboración propia. 
El enorme desarrollo que ha tenido la construcción residencial en España es una de las 
causas principales del incremento de la vulnerabilidad y la exposición ante los peligros 
naturales y, especialmente, ante los eventos pluviométricos extremos. En las últimas 
dos décadas se ha edificado por encima de lo racionalmente sostenible en España y 
algunas de esas edificaciones se han llevado a cabo en zonas con elevada peligrosidad 
frente a inundaciones y sequías, pero asimismo en sectores con riesgo ante oleajes en 
primera línea de costa y deslizamientos en áreas de montaña. 
El proceso de aumento de la vulnerabilidad y la exposición ante extremos hidrológicos 
ha contemplado diversos patrones de ocupación territorial (vid. tabla 1). En todos 
estos casos, el desconocimiento o la actuación territorial imprudente ante la 
peligrosidad natural ha incrementado el riesgo por el lado de la actuación humana.  
Tabla 1.­Formas de ocupación del territorio e incremento de la vulnerabilidad y exposición 
frente a inundaciones y sequías en España. 
Aproximación a cauces fluviales Ocupación directa de cauces fluviales
INUNDACIÓN
Ocupación de espacios de 
desembocadura 
Incorporación de cauces a la trama 
urbana 
SEQUÍAS 
Aumento de regadíos por encima de 
recursos disponibles 
Aumento de superficie urbanizada y 
nuevas formas de ocio 
Elaboración propia 
Y este proceso ha tenido amparo en la inexistencia, hasta fechas recientes, de 
normativa territorial reguladora de usos del suelo en áreas de riesgo (leyes del suelo 
de 1998 y 2008 y normativa autonómica de ordenación del territorio) y en el desarrollo 
de políticas de reducción del riesgo ante inundaciones y sequías, basadas 
exclusivamente en actuaciones frente a la peligrosidad. Y ello genera en los territorios 
de riesgo sensaciones de “falsa seguridad” ante episodios de inundaciones y sequías; 
de manera que la construcción de un nuevo cauce fluvial, de un canal de trasvase de 
agua o de una planta de desalación de agua del mar son medidas de elevado coste 
económico y ambiental, que afectan únicamente al factor natural del riesgo 
(inundación o sequía) pero no consideran la regulación de actuaciones y usos 
indebidos en las áreas de riesgo, esto es, las medidas dirigidas a la reducción de la 
vulnerabilidad y la exposición, de menor coste económico y mayor sostenibilidad 
ambiental. 
Hay dos últimos aspectos que juegan a favor del aumento del riesgo frente a 
inundaciones y sequías en España: a) el importante aumento de la población no 
autóctona que ha venido a vivir, por diversa motivación, a nuestro país; y b) la 
incertidumbre de la evolución climática durante las próximas décadas para la que los 
modelos de predicción señalan un aumento de los extremos atmosféricos para las 
latitudes mediterráneas (IPCC, 2007 y 2013; informe PESETA­, 2009).  
En el primer caso, el aumento de la población española experimentado en la 
última década, que ha pasado de 40,4 millones de hab. en 2000 a 47,2 mill. de hab. en 
2012 ha estado basado, esencialmente, en el incremento de la población extranjera 
empadronada en nuestro país que del 2,3% (923.000 hab.) de la población total ha 
pasado a representar el 12,2% (5,7 mill. de hab.) en 2012. En buena medida esta 
población extranjera reside en Madrid y en las provincias del litoral mediterráneo 
español, así como en los archipiélagos balear y canario (vid. figura), donde el 
porcentaje de este grupo de población respecto a la autóctona oscila entre el 15 y el 
30%. Varias víctimas por inundaciones registradas en España durante los últimos años 
son, precisamente, residentes extranjeros que se han instalado en nuestro país por 
motivos laborales o de ocio (residentes). Y esto habla de la falta de percepción del 
riesgo de estos grupos sociales y de la carencia de una efectiva comunicación social del 
riesgo que informe y prevenga a estos ciudadanos del peligro vinculado a las 
manifestaciones pluviométricas extremas en nuestro territorio. Al respecto, Olcina et 
al. (2011)1 han evaluado el aumento de la vulnerabilidad en áreas turísticas del litoral 
de Alicante, a partir de datos de encuesta a residentes, donde se manifiesta que el 
análisis de las encuestas evidencia el desconocimiento que la población tiene del 
territorio en que vive, y con particular incidencia, del riesgo de inundación. 
Únicamente, si se han producido episodios de inundación reciente y se han visto 
afectados directamente por ella, la sensibilización hacia esa cuestión se incrementa; 
desconocimiento que se acentúa si los habitantes son residentes estacionales o 
residen en este territorio desde hace poco tiempo; factor éste último de gran 
trascendencia dado el notable incremento poblacional que han registrado los 
municipios litorales de población prejubilada o jubilada procedente del centro y norte 
de Europa.  Análisis de estas características, con evaluación de la creación de nuevos 
espacios de riesgo en zonas turísticas del litoral español se han realizado en diferentes 
sectores de la costa española con resultados similares. 
Figura.­Porcentaje de población extranjera en España, por provincias. 2010 
1 Vid. Olcina Cantos, J., Hernández Hernández, M., Rico Amorós, A.M., Martínez Ibarra, E. (2010) 
“Increased risk of flooding on the coast of Alicante (Region of Valencia, Spain)”, Natural Hazards, vol. 10, 
nº 11, pp. 2229­2234. 
Fuente: Instituto Nacional de Estadística. Elaboración propia. 
Por su parte, el incremento de la peligrosidad climática en los escenarios de cambio 
climático representa una amenaza para los territorios de riesgo puesto que la acción 
antrópica de transformación del espacio geográfico puede verse alterada por el 
desarrollo frecuente de eventos atmosféricos extremos. Tormentas severas que 
generan inundaciones y episodios de sequía son los dos peligros climáticos que con 
mayor efecto pueden desarrollarse en el territorio español. Al incremento del riesgo 
de inundaciones que se ha experimentado en las últimas décadas amplias zonas del 
litoral mediterráneo español y del archipiélago canario se une la incertidumbre de los 
escenarios climáticos futuros que plantea la modelización climática (IPCC, 2007). Como 
se ha señalado, la región climática mediterránea puede verse afectada por un aumento 
del carácter extremo de sus rasgos atmosféricos, es decir, los peligros de causa 
atmosférica (lluvias torrenciales, sequías, temporales) pueden presentarse con una 
frecuencia mayor que en la actualidad. Y ello no supone sino el aumento de la 
peligrosidad natural en los procesos de riesgo.  
Figura.­Incremento del riesgo en un escenario de cambio climático 
Elaboración propia 
Si atendemos a la tendencia a la disminución de precipitaciones y el aumento del 
riesgo de sequía, de efectos importantes para las actividades agraria y urbano­
turísticas en España, debe señalarse que el aumento de demandas para usos urbano­
turísticos en las regiones del mediterráneo español y Canarias debido  al auge de la 
promoción inmobiliaria señalada (vid. supra), ha rebajado el umbral de riesgo de 
manera que en la primera década del presente siglo ya no son necesarias reducciones 
muy acusadas de precipitación a lo largo del año hidrológico para disparar alertas de 
sequía que pueden ir agravándose si las condiciones pluviométricas de escasez 
permanecen en el tiempo.  
Y a ello se ha une la reducción de precipitaciones que estiman los modelos de 
cambio climático para el territorio español en las próximas décadas y que se ha 
indicado en la Instrucción de Planificación Hidrológica (2008) como factor a tener en 
cuenta en la revisión de los planes de Demarcación Hidrográfica (horizonte 2027) que 
se lleva a cabo por parte del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente. Para un escenario con fecha en el año 2027, la disminución de la aportación 
hídrica natural en España, por reducción de precipitaciones,  varía entre el 2­3% en las 
demarcaciones septentrionales peninsulares y el 11% en las más meridionales (Segura 
y Guadiana). La proyección de estos resultados hacia finales de siglo (2100) se ha 
realizado manejando un modelo de emisiones intermedio entre los escenarios A2 
(business as usual) y B2 (medio­bajo). Como muestra la figura (vid. figura ) en algunas 
regiones españolas la reducción de escorrentía prevista para finales de siglo alcanza 
valores superiores al 25%, lo que, de cumplirse, comprometería la satisfacción de 
demandas en amplios territorios si se atiende a la aportación natural exclusivamente.  
Figura.­Reducción de escorrentía en España en el horizonte 2071­2100, según 
escenarios climáticos A2 y B2 
Fuente: CEDEX (2011). 
Ante un escenario de clima cambiante y con desarrollo frecuente de eventos extremos, 
la reducción del riesgo frente a inundaciones y sequías, debe pasar por aplicación de 
medidas de reducción de la exposición y de la vulnerabilidad frente a los extremos 
pluviométricos, como estrategia importante ante el incierto escenario  climático 
futuro. 
En este sentido, la Unión Europea está poniendo en marcha en los últimos años una 
serie iniciativas de reducción del riesgo de extremos hidrológicos que otorgan 
importancia a la reducción de la vulnerabilidad y la exposición al riesgo. Así, junto a la 
promulgación de la propia Directiva Europea de gestión de inundaciones (60/2007), la 
Unión Europea ha hecho públicos dos documentos de gran interés para la planificación 
y gestión del agua y sus extremos (Plan para salvaguardar los recursos hídricos de 
Europa, 2012 y Estrategia de adaptación al cambio climático de la UE, 2013)2, donde 
hay un protagonismo creciente de las medidas de reducción de la vulnerabilidad y la 
exposición frente a los extremos del agua. La relación entre cambio climático y 
extremos pluviométricos queda patente en estos dos documentos, que establecen una 
serie de actuaciones a llevar en cuenta en la planificación del territorio para minimizar 
el impacto de la reducción de caudales y del comportamiento extremo del agua. La 
tabla adjunta resume las propuestas de actuación en materia de reducción de la 
vulnerabilidad y exposición a los efectos del cambio climático en el recurso agua en 
Europa. (vid. tabla). 
Tabla.­Actuaciones de reducción de la vulnerabilidad y exposición al cambio climático y los 
extremos pluviométricos en la UE (2012­2013). 
“Plan para salvaguardar los recursos 
hídricos de Europa” (COM 2012, 673 
final. Bruselas 14/11/2012)
­Cartografía y Planes de gestión del riesgo de inundación 
(Directiva 60/2007) 
­Infraestructuras “verdes”, áreas de encharcamiento 
natural.  
­Creación de Observatorio Europeo de Sequía (alerta 
temprana) 
­Reutilización de aguas depuradas 
­Mejora de la utilización del suelo y OT que tenga en 
cuenta el Cambio Climático y la resistencia a las 
catástrofes naturales y las necesidades de adaptación 
“Estrategia de adaptación al cambio 
climático de la UE” (COM 2013, 216 
final. Bruselas 16/04/2013)
­Integración de la adaptación al CC en la ordenación del 
territorio y en la disposición de las construcciones 
­Elaboración de una Guía de adaptación al cambio 
climático y sus extremos para planificadores (ESPACE 
project­ Planning with a Changing Climate ­ 14 
recomendaciones) 
Fuente: Comisión Europea. Elaboración propia. 
Algunas experiencias europeas de gestión de los extremos hidrológicos mediante la 
reducción de la vulnerabilidad y la exposición al riesgo, especialmente de las 
inundaciones, resultan de gran interés y se convierten en ejemplos de buenas prácticas 
a seguir en otros países de la Unión. Es el caso de Holanda (Climate changes Spatial 
Planning project), de Alemania (The German Adaptation Strategy; p.e. Fränkische 
Saale, Alpine space  and Lower Saxony cases), del consorcio de países del Báltico 
2 Vid. Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al 
Comité de las Regiones. “Plan para salvaguardar los recursos hídricos de Europa” (COM 2012, 673 final. Bruselas 
14/11/2012) y Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de 
las Regiones. “Estrategia de adaptación al cambio climático de la UE” (COM 2013, 216 final. Bruselas 16/04/2013). 
(Baltcica­project), Dinamarca (Danish Planning Act) o Reino Unido (Espace Project, 
2002­2008; National Planning Policy Framework, 2012). Las escalas regional y local 
resultan básicas para la integración de acciones de reducción y adaptación a los 
extremos del agua.  
En España, las políticas de reducción del riesgo frente a inundaciones y sequías han 
estado, tradicionalmente, basadas en el desarrollo de infraestructuras de defensa 
(inundaciones) o de incremento de recursos de agua en áreas de escasez (sequías). Las 
acciones de mitigación o adaptación del riesgo a partir de medidas de reducción de la 
vulnerabilidad y la exposición no se han puesto en marcha hasta fechas muy recientes, 
bien por el obligado cumplimiento de programas europeos (Directivas) o bien por 
acciones regionales o locales que, en cualquier caso, son escasas y excepcionales. A 
continuación se describen las acciones de reducción del riesgo de inundaciones y 
sequías desarrolladas en España desde 1950 a la actualidad y se hace balance de las 
mismas.  
2.­Políticas y prácticas de reducción de inundaciones y sequías 
El agua, por exceso o defecto,  es el elemento de peligrosidad natural principal 
en España. Inundaciones y sequías son los riesgos que han merecido un mayor número 
de actuaciones de adaptación y reducción del riesgo. El posible incremento de la 
peligrosidad climática señalado para las latitudes medias en los modelos de cambio 
climático no hará sino incrementar el riesgo en el futuro. Pero el problema está 
presente en el territorio español desde época histórica y ha experimentado una 
creciente importancia desde 1950.  
Se ha llevado a cabo actuaciones de adaptación o reducción del riesgo natural 
bajo dos formas principales: medidas estructurales (reducción de la peligrosidad y la 
exposición) y medidas preventivas (reducción de la vulnerabilidad). Las medidas 
estructurales (obras de infraestructuras) han sido las más utilizadas tras el desarrollo 
de una catástrofe natural. Las medidas preventivas (ordenación del territorio, 
cartografía de riesgo, educación y comunicación para el riesgo) sólo han comenzado a 
desarrollarse desde mediados de los años noventa del pasado siglo. Al respecto, la 
catástrofe del camping de Biescas (agosto de 1996) establece un cambio en el 
tratamiento de las soluciones a los eventos pluviométricos extremos.  En efecto, en las 
últimas dos décadas se ha asistido a cambios importantes en la consideración 
territorial de la peligrosidad natural en España. Se ha pasado de una carencia de 
tratamiento del riesgo en los procesos de planificación espacial a la aprobación de 
normativas que obligan a la inclusión de análisis de riesgo en la documentación 
necesaria para su desarrollo.  
Los episodios de inundación y sequía han merecido una atención preferente en 
las políticas de reducción del riesgo puestas en marcha en España. Los reiterados 
episodios de inundación de los años ochenta del pasado siglo en el litoral 
mediterráneo y en el País Vasco, marcaron el inicio de los grandes programas de 
actuación para la reducción del riesgo de inundaciones, basados en las obras de 
infraestructura (Plan de defensa de avenidas de las cuencas del Segura y del Júcar; 
programa de actuaciones en los ríos del País Vasco; actuaciones en cauces 
mediterráneos andaluces; programa de actuaciones en cauces de Cataluña). A ello se 
unieron las actuaciones estructurales para el incremento de recursos hídricos puestas 
en marcha con el Plan Metasequía (1995) con ocasión de la prolongada secuencia seca 
de comienzos de los años noventa del pasado siglo. Nuevos episodios de inundación 
(Alicante, 1997, Tenerife, 2002, Costa Brava, 2005) y sequía (Cataluña, 2008) activan, 
de nuevo, proyectos de mitigación de riesgo basados en la construcción de obras de 
infraestructura.  
En España, como se ha señalado la catástrofe del camping de Biescas (agosto de 
1996) marca un antes y un después en la consideración del riesgo en los procesos de 
planificación territorial.  Desde mediados del siglo XIX  las medidas estructurales 
fueron las desarrolladas en exclusiva en España para la reducción del riesgo natural. 
Encauzamientos, desviación y nuevos trazados en cauces en zonas urbanas, embalses, 
trasvases de agua o puesta en marcha de desaladoras han sido las medidas llevadas a 
cabo en territorios con riesgo de inundación y sequía por iniciativa del Estado (escala 
nacional). La tabla adjunta reúne las actuaciones estructurales más destacadas llevadas 
a cabo en España en la segunda mitad del siglo XX en relación con episodios 
catastróficos de sequía o inundación (Tabla).  Es de notar que las actuaciones 
estructurales se desarrollan siempre tras un desastre natural importante que origina 
elevados daños económicos o pérdida de vidas humanas. Un aspecto a destacar en 
relación con las actuaciones estructurales frente a inundaciones o sequías es que crean 
sensaciones de falsa seguridad en la población, puesto que se diseñan para episodios 
que cumplen  parámetros estadísticos de frecuencia (períodos de retorno) que tienen 
poco que ver con el comportamiento anárquico y extremo de variedades de clima 
mediterráneo o subtropical que se dan en algunas regiones españolas (litoral 
mediterráneo, litoral atlántico de Andalucía y Canarias), donde se llegan a alcanzar 
registros climáticos que superan las medias estadísticas calculadas para llevar a cabo 
dichas actuaciones estructurales.  
ACTUACIONES ESTRUCTURALES DESTACADAS FRENTE A RIESGOS DE INUNDACIÓN Y 
SEQUÍA EN ESPAÑA DESDE 1950 A LA ACTUALIDAD 
RIESGO 
NATURAL 
ACTUACIÓN ESTRUCTURAL EPISODIO CATASTRÓFICO
INUNDACIÓN 
Plan “Sur” en el río Turia (Valencia) Inundación octubre de 1957
Encauzamiento del Llobregat Inundación septiembre de 1962
Nueva presa de Tous Inundación octubre de 1982
Actuaciones en cauces del País Vasco Inundación agosto de 1983
Plan de defensa de avenidas en la 
cuenca del Segura 
Inundación octubre de 1973 y 
noviembre de 1987 
Actuaciones en cauces de Almería y 
Málaga 
Inundaciones de septiembre y 
noviembre de 1989 
Actuaciones en cauces de Santa Cruz 
de Tenerife 
Inundaciones de marzo de 2002
Plan de depositos pluviales de la 
ciudad de Barcelona  
Tormentas otoñales diversas años 
noventa del siglo XX 
Plan anti­inundaciones en la ciudad 
de Alicante 
Inundación septiembre de 1997
SEQUÍA 
Trasvase Tajo­Segura Sequías en el sureste peninsular 
en los años sesenta del siglo XX 
Trasvase del Zadorra Sequía del País Vasco 1988­90
Desaladoras del Plan Metasequía Sequía 1990­1995
Operación barco a Palma de 
Mallorca 
Sequía 1990­95
Desaladoras del Programa AGUA Años secos de comienzos del siglo 
XXI 
Proyecto –no realizado­ de Trasvase 
del Ebro a Barcelona  
Secuencia seca en Cataluña 2007­
2008 
Elaboración propia 
Sólo desde finales de los años ochenta del pasado siglo, algunas Comunidades 
Autónomas, en el desarrollo de sus competencias en materia de ordenación del 
territorio, habían aprobado leyes y planes de ordenación del territorio donde se incluía 
la obligación de considerar el riesgo natural (esencialmente inundaciones) a la hora de 
aprobar nuevas actuaciones sobre el territorio. De este modo, comenzaría la puesta en 
marcha en España de medidas de adaptación o reducción del riesgo natural no 
estructurales. Fue el caso del País Vasco, Navarra, Andalucía, Comunidad Valenciana, 
Baleares y Cataluña.  
A escala estatal, la modificación de la Ley del Suelo de 1992 y la aprobación de la 
entonces nueva ley de 1998 fue un paso primero hacia la verdadera incorporación de 
los análisis de riesgos en la ordenación territorial. No obstante, la ley del suelo de 1998 
–adaptada con posterioridad por las Comunidades Autónomas­ quedó a estos efectos 
en mera declaración de intenciones, porque la obligación de clasificar como “no 
urbanizable” aquellos terrenos que tuvieran riesgo natural “acreditado” (art. 9) 
suponía la necesidad de contar con cartografías de riesgo que permitieran acreditarlo 
en cada caso. En aquellos casos –la gran mayoría del territorio español­ donde no se 
disponía de esta cartografía dicha norma quedaba sin efecto, como de hecho ocurrió. 
De ahí que la reciente aprobación de la Ley del Suelo (R.D. Legislativo 2/2008) que 
obliga –art. 15­ a incluir mapa de “riesgos existentes” en los nuevos procesos 
urbanísticos vaya a suponer una revolución en este sentido.    
En este contexto, es necesario avanzar desde el análisis de la peligrosidad natural 
al estudio de la vulnerabilidad y la exposición ante estos peligros naturales. El estudio 
del impacto social y económico vinculado a los peligros naturales se ha convertido en 
los últimos años, en una de las líneas de investigación principales del análisis de riesgo. 
En efecto, el conocimiento de la peligrosidad ha experimentado un importante 
impulso durante estos últimos años en todo el mundo; pero no así la investigación en 
el campo de la vulnerabilidad. En España, por ejemplo, existen muy buenos estudios 
sobre peligrosidad climática  pero escasean las aproximaciones sobre la vulnerabilidad 
relacionada con los episodios atmosféricos de rango extraordinario.  
TABLA.­NORMATIVAS DESTACADAS DE ADAPTACIÓN O REDUCCIÓN DEL RIESGO 
NATURAL EN ESPAÑA 
MEDIDA NO ESTRUCTURAL RIESGO NATURAL 
AFECTADO 
ESCALA DE TRABAJO
­Reformas de la Ley del Suelo 
(1998 y 2008) 
Todos los riesgos naturales Nacional con efecto en 
ámbitos municipales (local) 
­Directiva 60/2007 Inundación Nacional. Ámbito de 
Demarcación Hidrográfica 
­Planes de emergencia de 
Protección Civil (a partir de 
1995) 
Inundación, sismicidad, 
vulcanismo 
Nacional. Aplicación en 
ámbitos regionales y locales 
­Planes regionales de 
ordenación territorial 
Todos los riesgos naturales Regional
­Planes regionales de reducción 
del riesgo de inundación 
mediante ordenación territorial 
Inundación Regional
­Planes de gestión de sequía (a 
partir de Ley del Plan 
Hidrológico Nacional de 2001) 
Sequía Nacional. Ámbito de 
Demarcación Hidrográfica. 
­Programas locales de ahorro de 
agua (Ordenanzas municipales) 
Sequía Local. 
Elaboración propia 
Como se ha señalado, de los peligros naturales que afectan al territorio español, 
las inundaciones son las que han merecido un tratamiento más detallado en las 
normas territoriales y urbanísticas con objeto de reducir el riesgo. A la normativa para 
la reducción del riesgo natural de escala estatal hay que sumar la legislación ambiental 
y territorial de las Comunidades Autónomas que tienen competencias amplias en estas 
cuestiones y que en algunos casos han ido aprobando normas –y planes­ que 
contemplar la reducción del riesgo mediante la ordenación territorial; y asimismo, los 
documentos (Estrategia Territorial Europea, 1999 y Agenda Territorial Europea 2007) y 
las normativas emanadas desde Europa (Directiva del Agua, 2000 y Directiva de 
gestión de espacios inundables, 2007) que, adaptadas en mayor o menor medida a la 
legislación estatal, son asimismo de obligada observancia en los procesos de 
planificación territorial. En la actualidad, cualquier plan o programa de actuación 
territorial que se apruebe en nuestro país debe incorporar un análisis de riesgos y su 
correspondiente cartografía. De manera que si no existe normativa autonómica 
derivada, debe cumplirse lo establecido en la Ley 9/2006, de evaluación ambiental de 
planes y programa y en el R.D. Legislativo 2/2008 del suelo, en esencia lo dispuesto en 
su artículos 12 y 15.  Ello exige sin embargo cooperación entre administraciones 
competentes en materia de ordenación del territorio y medio ambiente, tanto a nivel 
horizontal (en idéntica escala administrativa) como vertical (entre las diversas escalas 
de la administración del Estado). 
En cumplimiento de la Directiva 60/2007 se está desarrollando, en la actualidad, 
un gran banco de datos de cartografía de riesgo de inundación de escala estatal. Es el 
denominado Sistema Nacional de Cartografía de Zonas Inundables de España (SNCZI) 
que gestiona el Ministerio de Medio Ambiente. Las diferentes Demarcaciones 
Hidrográficas del territorio español llevan a cabo mapas de riesgo de inundación, a 
escala 1:10.000, siguiendo las determinaciones establecidas en la mencionada 
Directiva (vid. figura).  Paso previo a la finalización de dicho banco de datos 
cartográfico, es la elaboración de las “Evaluaciones preliminares de riesgo” que han 
elaborado, a finales de 2011, las Demarcaciones Hidrográficas en sus ámbitos 
territoriales de competencia, requisito  establecido por la Directiva 60/2007, que ha 
sido transpuesta al ordenamiento jurídico español por  Real Decreto 903/2010, de 9 de 
julio). La delimitación cartográfica de las “Áreas con riesgo potencial significativo” ha 
sido volcada al SNCZI. En 2013 tendrá que estar finalizada la cartografía oficial de 
riesgo de inundación, con los parámetros establecidos en dicha Directiva. 
Algunas Comunidades Autónomas (escala regional) han desarrollado en los 
últimos años leyes y planes de ordenación territorial para la reducción de los riesgos –
básicamente inundaciones­ con lo que la elaboración de cartografías de riesgo y la 
aplicación de determinaciones específicas para la reducción de los riesgos es un 
procedimiento habitual en los procesos de planeamiento territorial y urbanístico. Los 
casos más destacados son los del País Vasco, Cataluña, Comunidad Valenciana, 
Andalucía y Baleares que han aprobado normativa y planes de ordenación del 
territorio para la reducción del riesgo, principalmente de inundaciones. Ello ha 
supuesto la elaboración, en primer lugar, de cartografía de riesgo (peligrosidad y 
vulnerabilidad+exposición) y la adopción de medidas que prohíban el desarrollo de 
usos urbanos o de infraestructura en áreas con elevado riesgo de inundación.  
Para reducir el riesgo de sequía las soluciones adoptadas tradicionalmente en 
España han sido, como se ha señalado, de carácter estructural y atendiendo a la 
necesidad de incrementar la oferta de recursos existentes en territorios afectados. El 
uso de aguas subterráneas, la construcción de embalses y de conducciones para el 
trasvase de aguas y, más recientemente, la puesta en marcha de desaladoras han sido 
las medidas estructurales adoptadas desde finales del siglo XIX hasta la actualidad.  
Cuando se desarrolla una secuencia de sequía en España se ponen en marcha 
una serie de mecanismos de la Administración. Se dictan decretos especiales con 
ayudas económicas para los sectores económicos más perjudicados por la falta de 
agua (principalmente el agrícola) y se crean Comisiones de Sequía encargadas de llevar 
a cabo el seguimiento temporal de la situación. Junto a ello y las políticas han estado 
presididas por el criterio del aumento de los recursos existentes en territorios con 
déficit de recursos estructural (sureste peninsular) o coyuntural (Júcar, Segura, Sur de 
España, Cuencas de Cataluña). La construcción de embalses y la interconexión de 
cuencas han sido los ejes de la política hidráulica en ambos países con el fin de 
favorecer la extensión de la superficie de regadío o de asegurar los abastecimientos de 
agua en las ciudades. A esta filosofía de la planificación hidráulica responden el Plan 
Hidrológico Nacional de España de 2001, con la medida más importante del mismo, el 
trasvase de aguas desde el Ebro a las regiones del litoral mediterráneo (Cataluña, 
Valencia, Murcia y Almería). Se trata de grandes obras que han tenido fuerte 
contestación social. De hecho, el trasvase del Ebro, contemplado en el Plan Hidrológico 
Nacional español de 2001 fue finalmente derogado en junio de 2004. No obstante, en 
2008, el gobierno central, de signo político distinto al que aprobó en su día el Plan 
Hidrológico Nacional, volvió a aprobar un nuevo trasvase del agua desde el tramo final 
del río Ebro a Barcelona, debido a la situación de desabastecimiento generada por una 
secuencia de sequía ocurrida en el noreste peninsular entre 2007 y  abril de 2008. Este  
trasvase, con la obra prácticamente finalizada, no se llevó a cabo debido a la mejora de 
las reservas de agua de abastecimiento a Barcelona ocurrida tras un mes de mayo 
excepcionalmente lluvioso en 2008.  
 El Programa “Agua”, aprobado en 2004, siguió la misma filosofía de planificación 
del agua: incremento de la oferta. No obstante, plantea medidas frente a las sequías 
que tienen por objeto optimizar la oferta disponible de agua, es decir, aprovechar 
racionalmente los recursos existentes en una región o cuenca hidrográfica mediante 
medidas de educación ambiental, planificación racional de los usos agrarios del agua, 
políticas de reducción de la demanda (agrícola, urbana), reutilización de las aguas 
residuales.   
Otra apuesta fundamental para la gestión eficaz de las sequías es la educación de 
la población ante este episodio natural. En ambos países esta tarea constituye un eje 
importante de sus políticas hidráulicas, pero los avances en este sentido son lentos. En 
España algunas compañías de distribución de agua potable en grandes ciudades 
(Madrid, Sevilla, Barcelona, Valencia, Alicante, Murcia) llevan a cabo campañas de 
sensibilización y fomento del ahorro domiciliario de agua en períodos de sequía. 
Durante la sequía de 1990­95 el propio Ministerio de Medio Ambiente puso en 
marcha, de manera coordinada con las confederaciones Hidrográficas del centro y sur 
de España, una campaña de información y concienciación ciudadana para la 
implantación de medidas de ahorro de agua en los domicilios. Esta misma campaña se 
ha activado durante la última sequía de 2005.  En algunas ciudades estas medidas han 
propiciado importantes ahorros en el consumo que llegan al 20% del agua consumida. 
Por su parte, la Ley del Plan Hidrológico Nacional (Ley 10/2001), vigente, señala 
en su art. 27.2 que “los Organismos de cuenca elaborarán en los ámbitos de los Planes 
Hidrológicos de cuenca correspondientes, en el plazo máximo de dos años desde la 
entrada en vigor de la presente Ley, planes especiales de actuación en situaciones de 
alerta y eventual sequía, incluyendo las reglas de explotación de los sistemas y las 
medidas a aplicar en relación con el uso del dominio público hidráulico. Los citados 
planes, previo informe del Consejo de Agua de cada cuenca, se remitirán al Ministerio 
de Medio Ambiente para su aprobación”. En cumplimiento de este precepto, los 
diferentes organismos de cuenca han elaborado Planes de Gestión de Sequías. En 
estos planes se analizan los episodios más significativos ocurridos en los últimos 
decenios en el ámbito de la Demarcación Hidrográfica correspondiente; se estudian los 
recursos totales existentes y los volúmenes posibles en situaciones de sequía; se 
detallan escenarios de sequía, en relación con las precipitaciones y los volúmenes 
posibles en cada momento y se describen diferentes niveles de sequía. Por último, se 
concretan las medidas a tomar, los mecanismos de seguimiento y control del plan y el 
conjunto de requerimientos ambientales de la cuenca que se incluyen en la propia 
planificación y gestión de la situación de emergencia. Se trata de un paso muy 
importante para la gestión más eficaz de las situaciones de sequía y base para la 
redacción de los nuevos Planes Hidrológicos de Cuenca (Demarcación Hidrográfica) 
que se están revisando –o lo harán en los próximos años­ en cumplimiento de la 
Directiva Marco del Agua 2000/60. Y asimismo, van a ser pieza importante en futuras 
actuaciones de planificación del agua en España. A este respecto, algunos municipios –
entidades mancomunadas o ámbitos comarcales­  españoles y sus organismos 
(empresas, mancomunidades, etc.) de distribución de aguas han elaborado, en los 
últimos años, planes de emergencia en situación de sequía. Se trata de una iniciativa 
muy positiva que debería ser exigible legalmente a aquellos municipios de más de 
20.000 hab. Se tendrán que adaptar a la escala local las determinaciones previstas en 
los planes de sequía que han elaborado las confederaciones hidrográficas, diseñando 
escenarios concretos para cada ámbito.  
Por último, como medidas no estructurales frente a los peligros climáticos están 
asimismo, la comunicación y educación para el riesgo. No obstante, estas iniciativas no 
han merecido apenas impulso en Europa y España cuando son las acciones más 
económicas y de efectos más evidentes en una sociedad para la mitigación del riesgo. 
3.­Balance: logros y fracasos. La necesaria apuesta por la reducción de la 
vulnerabilidad y la exposición. 
Fig.­ Síntesis de medidas estructurales y no estructurales para la reducción del riesgo de 
inundaciones y sequías en España (1950­2013) 
Elaboración propia 
Algunas ideas para este apartado: 
­ 
­Debe reconocerse que la integración de los extremos atmosféricos entre los efectos posibles 
del cambio climático (IPCC, 2007) ha sido un acicate para el lanzamiento de propuestas y el 
desarrollo de acciones de reducción del riesgo mediante la ordenación territorial que se han 
iniciado, de momento, en las escalas regionales y locales. El Plan Nacional de adaptación al 
cambio climático no contempla, sin embargo, ninguna acción de estas características y basa las 
acciones de mitigación de los efectos del calentamiento climático en medidas que afectan 
básicamente al sector energético.  
­Falta la integración del cambio climático en la planificación urbana y regional. Proceso por 
hacer en España.  
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